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la puesta en marcha de la misma se está realizando garantizando los derechos de las personas más 
desfavorecidas y respetando los principios de equidad, igualdad y universalidad.

2.2.1.2. Análisis de las quejas

2.2.1.2.1. Administración tributaria

2.2.1.2.1.1. Conceptos generales
Con la finalidad de determinar el ámbito material de nuestro análisis en este apartado, que hemos de-
nominado “Administración tributaria”, hemos de indicar que nos estamos refiriendo a una parcela de 
la administración que es la competente para establecer y exigir tributos según el ámbito territorial 
correspondiente: estatal, autonómico o local. Siendo el objeto de nuestro estudio el local, pues las quejas 
que nos llegan de la ciudadanía se circunscriben a dicho ámbito.

En este sentido, interesa acudir a nuestra Constitución, que en su artículo 31 dispone que todos contri-
buirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un 
sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, 
tendrá alcance confiscatorio. Y en su artículo 133, establece: 1º- que la potestad originaria para establecer 
los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley; y 2º- que las Comunidades Autónomas 
y las Corporaciones Locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

En este contexto, la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, influida por la Ley 1/1998, de 26 
de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes -que tuvo por objeto reforzar los derechos 
sustantivos de los contribuyentes y mejorar sus garantías en el seno de los distintos procedimientos 
tributarios, reforzando las correlativas obligaciones de la Administración tributaria- indica en su exposi-
ción de motivos que «los principales objetivos que pretende conseguir la Ley General Tributaria son los 
siguientes: reforzar las garantías de los contribuyentes y la seguridad jurídica, impulsar la unificación 
de criterios en la actuación administrativa, posibilitar la utilización de las nuevas tecnologías y moder-
nizar los procedimientos tributarios, establecer mecanismos que refuercen la lucha contra el fraude, el 
control tributario y el cobro de las deudas tributarias y disminuir los niveles actuales de litigiosidad en 
materia tributaria». 

Así pues, de acuerdo con el artículo 2 de la citada Ley 58/2003, de 17 de diciembre, los tributos son los 
ingresos públicos que consisten en prestaciones pecuniarias exigidas por una Administración pública 
como consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el deber de contribuir, 
con el fin primordial de obtener los ingresos necesarios para el sostenimiento de los gastos públicos. 
Cualquiera que sea su denominación, los tributos se clasifican en tasas, contribuciones especiales e 
impuestos.

Por lo tanto, los tributos son una fuente de ingresos que permiten el diseño de las distintas políticas pú-
blicas y cuyo montante económico anual previsto vendrá reflejado en los presupuestos correspondientes.

En el ámbito local, objeto de nuestro análisis, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobada me-
diante el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de marzo, diseña el marco general de recursos financieros 
de las entidades locales en el apartado primero de su artículo 2, estableciendo, entre otros recursos, los 
tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos.

El presupuesto de la Entidad local constituye la expresión de cuánto y en qué puede gastar el gobierno 
local, como máximo, en un ejercicio económico, así como los ingresos previstos para financiar el gasto. De 
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esta forma, el presupuesto de la entidad se configura como un instrumento de planificación económica 
y permite que la ciudadanía conozca en qué se gasta el dinero público (estado de gasto del presupuesto) 
y de dónde provienen los recursos que van a financiar dicho gasto (estado de ingresos del presupuesto).

2.2.1.2.1.2. Tributos locales
La Ley Reguladora de las Haciendas Locales diseña el marco general de recursos financieros de las 
entidades locales en el apartado primero de su artículo 2, estableciendo una relación de las distintas 
fuentes de financiación.

De entre todos los referidos recursos, destacan por su especial trascendencia los tributos propios, los 
cuales constituyen la fuente básica de financiación de dichas entidades.

Tal como referíamos en el apartado anterior, la Ley General Tributaria establece exigencias para la Ad-
ministración tributaria tendentes a reforzar las garantías de los contribuyentes. 

En este sentido, es principal la obligación de resolver expresamente en el plazo establecido. Así, junto 
con el mandato de carácter general que viene recogido en el artículo 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de oc-
tubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas que dispone que la 
«..Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos 
cualquiera que sea su forma de iniciación», encontramos en el ámbito sectorial tributario el artículo 103.1 
de la Ley General Tributaria que establece lo siguiente: «La Administración tributaria está obligada a 
resolver expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de los 
tributos, así como a notificar dicha resolución expresa» y el 104.1 que determina que «El plazo máximo 
en que debe notificarse la resolución será el fijado por la normativa reguladora del correspondiente 
procedimiento, sin que pueda exceder de seis meses, salvo que esté establecido por una norma con 
rango de ley o venga previsto en la normativa comunitaria europea. Cuando las normas reguladoras de 
los procedimientos no fijen plazo máximo, éste será de seis meses»”. 

Pues bien, la demora en resolver en plazo es un tema recurrente cada año en las quejas que nos llegan 
a la Defensoría relativas a interposición de recursos, reclamaciones y solicitudes de devolución de in-
gresos indebidos.

Tras estas quejas suele encontrarse la falta de adecuación de los recursos humanos de las administra-
ciones locales destinados a estas tareas, en relación con el volumen de expedientes gestionados. 

Es pertinente subrayar que, el silencio administrativo debe entenderse como una medida excepcional de 
finalización de un expediente, pues sitúa a la ciudadanía en una posición vulnerable, ya que les impide 
conocer la voluntad administrativa con respecto a su solicitud y dificulta la posibilidad de revisar dicha 
respuesta. Son frecuentes las quejas en las que los ciudadanos expresan malestar por el funcionamiento 
de los órganos encargados de la gestión y recaudación tributaria a través de los ayuntamientos y dipu-
taciones provinciales.

Entre las diversas materias planteadas en las quejas recibidas sobre gestión de tributos locales a lo largo 
del año 2024, podemos referir las siguientes:

2.2.1.2.1.2.1. En relación con el Impuesto sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica

La gestión, liquidación y recaudación de este impuesto recae en el municipio del permiso de circulación 
del vehículo. Son frecuentes las quejas en las que el ciudadano solicita la exención en el impuesto y no 
obtiene respuesta. Un ejemplo concreto fue el caso de la queja 24/1217, donde el interesado manifesta-
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ba la falta de resolución expresa al recurso de reposición presentado ante el Ayuntamiento de Peligros 
contra la liquidación de un Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. Tras nuestra intervención, 
la Administración finalmente resolvió el recurso estimándolo. Igualmente, la queja 23/6372 en la que la 
interesada solicitó la exención del IVTM ante la Diputación de Córdoba por tener reconocida una discapa-
cidad, sin obtener respuesta. Tras nuestra intervención, la Administración finalmente resolvió el recurso.

2.2.1.2.1.2.2. En relación al Impuesto de Bienes 
Inmuebles

Se producen quejas referentes a la gestión en la liquidación y recaudación del impuesto que llevan a cabo 
los ayuntamientos y diputaciones así como quejas referidas a la gestión de las bonificaciones fiscales 
establecidas en la Ley de Haciendas Locales. El artículo 74 regula bonificaciones facultativas, permitiendo 
a los ayuntamientos aplicar descuentos para familias numerosas y propiedades con sistemas de energía 
solar, sujetos a la regulación de una ordenanza fiscal. Así, en la queja 24/2388, el promotor denunciaba 
la falta de respuesta del Ayuntamiento de El Puerto de Santa María ante la solicitud de bonificación fis-
cal en el impuesto de Bienes Inmuebles por la instalación de placas solares. Tras nuestra intervención, 
la Administración respondió, concediendo la bonificación y reduciendo la cuota del IBI al interesado.

2.2.1.2.1.2.3. En relación a las tasas por la prestación de 
servicios de los entes locales 

Durante el 2024, se han recibido numerosas quejas referentes al aumento por las diferentes adminis-
traciones locales, de la tasa de residuos sólidos urbanos. Ejemplo de lo anterior es la queja 24/0753, en la 
que vecinos de los municipios del Campo de Gibraltar, se dirigían a nuestra Institución manifestando el 
malestar por la subida superior al 45% de la tasa de basura adoptada por la Mancomunidad de Munici-
pios del Campo de Gibraltar. En esta ocasión, solicitamos información a la Administración competente.

Esta subida, se justifica en la Directiva (UE) 2018/85, que modifica la Directiva 2008/98/CE sobre resi-
duos y establece el principio de “quien contamina paga”, lo que implica que los costes de gestión de 
residuos deben ser asumidos por el productor inicial, el poseedor actual o el anterior poseedor de los 
residuos. Esta normativa busca avanzar en la economía circular, mejorar la trazabilidad de los residuos y 
reforzar la gobernanza en este ámbito, además de establecer nuevas obligaciones de recogida separada 
y objetivos de reciclaje para residuos municipales a medio y largo plazo.

En España, la Ley 7/2022, de 8 de abril, transpone esta Directiva y refuerza la política de economía circular 
en la gestión de residuos. La ley obliga a las entidades locales a establecer, en un plazo de tres años, una 
tasa que cubra el coste real de la gestión de residuos y permita implementar sistemas de “pago por 
generación”. Además, especifica que los costes de gestión, incluyendo los impactos medioambientales y 
las emisiones de gases de efecto invernadero, deben ser sufragados por los responsables de los residuos.

Estos cambios han llevado a las diferentes Administraciones Locales y Mancomunidades a subir, de 
manera significativa, la tasa de gestión de residuos sólidos. En este contexto, hemos resuelto sugerir en 
la referida queja 24/0753 lo siguiente:

“SUGERENCIA PRIMERA: Para que se promuevan las acciones oportunas para introducir las 
modificaciones necesarias en la Ordenanza fiscal general Reguladora de la gestión, liquida-
ción, inspección y recaudación de los tributos de la Mancomunidad de Municipios del Campo 
de Gibraltar, que amplié las bonificaciones, reducciones y exenciones que se articulen en base 
a criterios socioeconómicos y ambientales, con el fin de favorecer a los sectores más vulnerables 
y promover buenas prácticas en la gestión de residuos.
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SUGERENCIA SEGUNDA: Para que se promuevan las acciones oportunas para garantizar la 
correcta participación del ciudadano en la gestión de los residuos; incluyendo en los recibos de 
cobro de la cuota, además del coste, información clara relativa a los servicios de recogida exis-
tentes en los municipios, a el tratamiento posterior al que se destinan los residuos, a los resulta-
dos logrados en relación a los objetivos comunitarios y a las bonificaciones fiscales disponibles”.

2.2.1.2.1.2.4. En relación a las quejas referidas a la 
devolución de ingresos indebidos

Entre otras la queja 24/7301 respecto al Patronato de Recaudación de la Diputación Provincial de Má-
laga, donde la falta de resolución expresa a la solicitud de devolución de ingreso indebido fue resuelta 
favorablemente tras nuestra intervención. Igualmente, la queja 24/7010 en la que se denuncia la falta 
de resolución expresa a la devolución de ingreso indebido respecto al pago de un Impuesto de Bienes 
Inmuebles, presentada ante el Patronato de Recaudación de la Diputación Provincial de Málaga, a pesar 
de haber superado el plazo establecido. Tras nuestra petición de informe, el Patronato de Recaudación de 
la Diputación Provincial de Málaga emitió una resolución expresa, anulando la liquidación, reconociendo 
el derecho a la devolución de ingresos a la interesada y ordenando el pago de la devolución de ingresos.

2.2.1.2.1.2.5. En relación a las quejas de ciudadanía en 
situación de vulnerabilidad

Por último, como ya indicamos en el Informe Anual 2023, esta Institución ha continuado observando 
un aumento en las quejas recibidas en las que ciudadanía en situación de vulnerabilidad refieren 
el continuo embargo de sus cuentas corrientes debido a deudas tributarias o de naturaleza pública. 
En dichas quejas, la ciudadanía pone de manifiesto que, a pesar de percibir ingresos inferiores al sala-
rio mínimo interprofesional, se efectúan asiduamente retenciones de los importes depositados en sus 
cuentas bancarias. En ocasiones, estas retenciones se realizan directamente en las cuentas en las que 
ingresan sus salarios o pensiones, y en otras ocasiones se realizan en terceras cuentas que utilizan para 
la gestión diaria de sus recursos.

Han aumentado las quejas de personas en situación 
de vulnerabilidad que les embargan sus cuentas 
corrientes a pesar de percibir ingresos inferiores al 
salario mínimo interprofesional

Conforme al artículo 607 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), los ingresos que no excedan del salario 
mínimo interprofesional (SMI) son inembargables. Estos límites deben permitir a la Administración ajus-
tar su actuación para que, sin destruir sus recursos, las personas deudoras cumplan con sus obligacio-
nes, especialmente cuando se encuentran en situación de vulnerabilidad. A modo de ejemplo la queja 
24/3494, en la que le embargan al interesado la cantidad que tiene en su cuenta bancaria, derivado de 
un embargo improcedente. En esta ocasión, la Administración procedió nuevamente al levantamiento 
del embargo. En el mismo sentido, la queja 23/9218 en la que el interesado manifiesta que en fecha 23 
de marzo de 2022 se efectuó un embargo en su cuenta corriente de 1.772,45 euros por la Diputación 
de Cádiz; cantidad procedente de los atrasos de la Renta Mínima de Inserción Social, siendo su único 
ingreso para subsistir. Por este motivo, con fecha 4 de abril de 2022, presentó recurso de reposición ante 
la Diputación Provincial de Cádiz, sin obtener respuesta. 

Tras nuestra intervención, la Administración procedió a resolver y estimar el recurso formulado por el 
interesado, anulando la diligencia de embargo, e iniciando las actuaciones tendentes al reconocimiento 
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del derecho a devolución de ingresos indebidos. No obstante, continuamos trabajando en este asunto, 
pues la persona interesada continúa sin recibir dicha cantidad. 

Desde esta Institución seguimos recomendando a las administraciones que realicen reformas estructu-
rales y procedimentales para dotarse de los medios necesarios que les permitan garantizar la resolución 
oportuna de expedientes conforme a los plazos establecidos en la normativa vigente.

2.2.1.2.2. Ordenación económica
Aunque los datos macroeconómicos han seguido siendo positivos durante 2024, la realidad económica 
de muchas familias andaluzas se ha visto marcada por los problemas para afrontar las consecuencias de 
una inflación que se ha mantenido elevada y ha incidido muy directamente sobre bienes y productos 
de primera necesidad, dificultando sobremanera la sostenibilidad de las economías familiares.

Posiblemente por este motivo, durante este año han seguido teniendo especial relevancia las numerosas 
ayudas y subvenciones concedidas por las Administraciones públicas y destinadas a determinados 
grupos de población afectados por situaciones de vulnerabilidad económica o dirigidas a fomentar 
determinados ámbitos de actividad en los que concurre un interés público. 

Y del mismo modo que ya tuvimos ocasión de reseñar en el pasado Informe Anual, en 2024 han segui-
do recibiéndose numerosas quejas relacionadas con los retrasos en la tramitación de estas ayudas 
y subvenciones o con la falta de resolución de las incidencias de tramitación habidas en las mismas.

Especial relevancia han adquirido en este ámbito dos tipos de ayudas relacionadas con los procesos de 
transición energética y financiados por la Unión Europea a través de los fondos Next Generation. Nos 
referimos a las ayudas para el fomento del autoconsumo y el denominado Plan Moves orientado a 
fomentar la movilidad eléctrica.

También han sido numerosas durante 2024 las quejas recibidas en relación con la organización y el 
funcionamiento de las ITV, algunas reiterativas en su planteamiento y otras proponiendo mejoras en 
la gestión.

En materia de turismo debemos destacar la progresiva relevancia que van adquiriendo las quejas rela-
cionadas con el sector de las viviendas de uso turístico, especialmente tras la aprobación de normativas 
específicas de aplicación, tanto de  ámbito autonómico como local.

2.2.1.2.2.1. Subvenciones y ayudas 
Como hemos señalado en la introducción, las ayudas y subvenciones dirigidas a facilitar el proceso 
de transición energética han sido el motivo recurrente de un importante número de quejas, que ponen 
de relieve que siguen sin solventarse los problemas de tramitación que propiciaron la llegada el año 
pasado de un número significativo de quejas y la apertura por esta Institución de la correspondiente 
queja de oficio.

Destacan en este ámbito las reiteradas quejas relacionadas con las ayudas a la electrificación del sector 
del transporte -el denominado Plan Moves-, que se reguló por el Real Decreto 266/2021, de 13 de abril, 
incluyendo la concesión directa de ayudas para la ejecución de programas de incentivos ligados a la 
movilidad eléctrica (MOVES III). Un programa de incentivos, coordinado desde el Instituto para la Diver-
sificación y el Ahorro de la Energía (IDAE), financiado por la Unión Europea con fondos Next Generation 
EU en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, y cuyo objetivo es incentivar la 
movilidad eléctrica y, particularmente, la compra de vehículos eléctricos y el despliegue de infraestruc-
tura de recarga para estos vehículos. 
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